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1.7.1 Introducción
La igualdad constituye un principio fundamental y básico de la noción de derechos humanos, junto con la dignidad 

humana y la universalidad. Como se enuncia en el artículo 1 de la Declaración Universal de Derechos Humanos, 
«todos los seres humanos nacen libres e iguales en dignidad y derechos». Por lo tanto, todos los seres humanos son 
de igual valor y los Estados deben asegurar a todos los mismos derechos. La igualdad también puede concebirse en 
términos de objetivos sociales, conforme a lo cual los Estados tienen la obligación de elaborar políticas y medidas 
para velar por que el valor de la igualdad se manifieste en las condiciones de vida concretas de todas las personas.

La igualdad se complementa con el principio de no discriminación, en el que se basan todos los tratados de 
derechos humanos y trata de evitar toda distinción, exclusión, restricción o preferencia que deje sin efecto u 
obstaculice el reconocimiento y ejercicio en igualdad de condiciones de los derechos por diferentes motivos, como 
la raza, el origen étnico, el género y la nacionalidad, entre otros, sin justificación objetiva. El principio de no 
discriminación establece obligaciones inmediatas.

La superación de la desigualdad por razón de género ha sido impulsada de manera extraordinaria, si se analiza 
desde una perspectiva histórica, desde la segunda mitad del siglo pasado, tanto a nivel internacional, como nacional 
o local y el principio de igualdad ha ido evolucionando hacia exigencias de igualdad de oportunidades reales en 
todos los ámbitos de la vida, haciendo necesaria la implementación de un enfoque más integral y general 
de la igualdad de género.

Ello es así por cuanto que la igualdad de trato entre mujeres y hombres, que 
supone la ausencia de toda discriminación, directa o indirecta, no se produce 
realmente mediante su declaración formal y su reconocimiento y regulación 
legal si no existe igualdad de oportunidades, entendida como la participación 
igualitaria y con las mismas posibilidades para ello, de mujeres y hombres en 
todas las esferas de la vida económica, política, social, de toma de decisiones,... 
y en todas las actividades ya sean educativas, de formación, de empleo,... 
desde el convencimiento de que el desarrollo social y económico de un 
país pasa en la actualidad por un equilibrio en la participación de 
hombres y mujeres en todas las esferas.

Es desde la perspectiva de este principio informador de nuestro ordenamiento jurídico desde donde vamos a 
intentar analizar el estado de la cuestión en nuestra comunidad autónoma y todo ello, desde la transversalidad del 
principio de igualdad que, desde hace ya algunos años, hemos incorporado a nuestras actuaciones.

En 2018 hemos gestionado un total de 307 quejas en las que de forma directa o indirecta los principios de igualdad 
de trato y de oportunidades han estado presentes.

Abordando ya los distintos ámbitos materiales sobre los que se presentan quejas ante esta Defensoría, en el Área 
de empleo público, trabajo y seguridad social del Defensor del Pueblo Andaluz han destacado las dirigidas 
a corregir y prevenir situaciones de desigualdad ante la persistencia de situaciones de discriminación al no quedar 
garantizado el principio constitucional de igualdad y no aplicarse las medidas de acción positiva que aseguren la 
efectiva igualdad de oportunidades de todas las personas en el ejercicio de sus derechos en estas materias.

Por otra parte, el rol de género tampoco es ajeno a la salud, y aunque en las quejas de esta materia no 
encontramos que se esgrima el sexo femenino como un factor de discriminación, la cuestión es mucho más sutil, 
puesto que evidentemente existen diferencias en salud por razón de género. De hecho, es comúnmente sabido que 
las mujeres, a pesar de tener una mayor esperanza de vida, también se ven más afectadas desde el punto de vista 
de la morbilidad y la incapacidad.

Asimismo, en los expedientes de queja en el Área de menores, educación y extranjería, aparecen en un buen 
número de quejas las relativas a litigios en el ámbito familiar. Continuamos también recibiendo quejas de mujeres 
víctimas de violencia de género que cuestionan que el ente público competente proceda a retirarles la guarda y 
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custodia de sus hijos con fundamento en el deterioro personal y psíquico que padecen precisamente por haber 
sido sometidas durante años al maltrato de sus parejas. La publicidad sexista, la discriminación de uniformes en 
los colegios según sexo del alumnado o la defensa de mujeres trabajadoras agrícolas temporeras, también han sido 
asuntos en los que ha intervenido esta Defensoría.

En materia de servicios sociales no podemos sino referirnos este año, a la novedad introducida por el Decreto-
ley 3/2017, de 19 de diciembre, que regula la Renta Mínima de Inserción Social en Andalucía que entró en vigor 
el 1 de enero de 2018, para sustituir al Ingreso Mínimo de Solidaridad, con la naturaleza de derecho subjetivo, el 
cual reconoce específicamente como situación de urgencia social aquella en la que se encuentran las víctimas de 
violencia de género.

En el sistema de la dependencia no hemos tenido particularidades dignas de reseñar durante el año 2018 
atinentes a la igualdad y a la perspectiva de género, que constituyan diferencias con respecto de la importancia 
que representa la implicación femenina en las labores de cuidado de los miembros más vulnerables de la unidad 
familiar, en sentido amplio, por lo que solo citamos en este Informe algún caso aislado.

En el ámbito de los servicios de interés general y referido concretamente al servicio de suministro eléctrico, 
debemos destacar durante 2018 el importante número de quejas recibidas en relación con la nueva regulación 
del bono social eléctrico, que permite bonificar el precio de la electricidad a aquellas personas que acreditan 
determinadas circunstancias de vulnerabilidad social, entre las que se encuentra que el nivel de renta de la unidad 
familiar no supere determinados valores, que se ven incrementados en el caso de que algún miembro de la unidad 
familiar acredite la condición de mujer víctima de violencia de género. Muchas de estas quejas traían causa de 
la excesiva complejidad del procedimiento de solicitud del bono diseñado en la normativa estatal de referencia, 
especialmente por la dificultad para acreditar la situación de vulnerabilidad alegada.

Por otra parte, especialmente dramáticas son las quejas en materia de vivienda presentadas por mujeres víctimas 
de violencia de género; ello debido a que a su condición de víctima se unen otros muchos factores de vulnerabilidad 
que agravan su situación, colocándolas al borde de la exclusión cuando no en verdadera situación de exclusión social. 
Nos referimos a las mujeres víctimas de esta lacra social que además son titulares de familias monoparentales con 
personas menores a cargo; ellas mismas o alguno de sus hijos e hijas, con discapacidades reconocidas; con carencia casi 
absoluta de ingresos, sin empleo o con empleos precarios o en economía informal; en situaciones también de extrema 
exclusión residencial, como es el ocupar viviendas ya sean públicas o privadas de entidades financieras sin título legal 
para ello; o que van a ser desahuciadas por falta de pago de la renta de la vivienda que tienen alquilada, etc.

En cuanto al deporte, esta Institución entiende como una necesidad la integración de la perspectiva de género en 
el deporte, debiéndose fomentar la participación de la mujer y su visualización en el deporte, por lo que también 
damos cuenta de las actuaciones de oficio que hemos llevado a cabo en esta materia.

Finalmente en materia de violencia de género hemos de destacar las XXXIII Jornadas de Coordinación de 
las defensorías del pueblo de nuestro país, que bajo el título “Atención a las mujeres y a menores víctimas de violencia 
de género”, se celebraron los días 23 y 24 de octubre de 2018, en la sede del Sindic de Greuges de la Comunidad 
Valenciana, cuyas recomendaciones y sugerencias hemos trasladado a la Consejería competente en la materia.

En cuanto a la normativa aprobada este año 2018 directamente relacionadas con las materias tratadas en este 
subcapítulo referenciamos las siguientes:

-	 Real Decreto-ley 9/2018, de 3 de agosto, de medidas urgentes para el desarrollo del Pacto de Estado contra la 
violencia de género, que se concreta en una serie de reformas normativas que tienen como objeto fortalecer 
la tutela judicial y el acceso a la justicia, así como, los recursos de asistencia de las víctimas de 
violencia de género; concretar y ampliar los títulos judiciales habilitantes para acreditar la 
condición de víctima de violencia de género, devolver a los Ayuntamientos competencias en esta 
materia y desvincular la intervención psicológica con menores expuestos a violencia de género del 
ejercicio de la patria potestad, entre otros.
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-	 Ley 6/2018, de 3 de julio, de Presupuestos Generales del Estado para el año 2018, establece cuantías específicas 
destinadas a las entidades locales dirigidas a implementar el Pacto de Estado contra la Violencia de Género.

-	 Resolución de 16 de noviembre de 2018, de la Secretaría de Estado de Función Pública, por la que se publica el 
Acuerdo de la Conferencia Sectorial de Administración Pública para favorecer la movilidad interadministrativa 
de las empleadas públicas víctimas de violencia de género.

En el ámbito autonómico cabe citar dos importantes reformas normativas:

-	 Ley 7/2018, de 30 de julio, por la que se modifica la Ley 13/2007, de 26 de noviembre, de medidas de prevención 
y protección integral contra la violencia de género en Andalucía. Esta nueva Ley se adapta al Convenio de 
Estambul amplía el concepto de víctima y tipifica diferentes formas y manifestaciones de violencia de género. 
Introduce y define el feminicidio y la violencia vicaria e incorpora el Observatorio Andaluz de la Violencia de Género.

-	 Ley 9/2018, de 8 de octubre, de modificación de la Ley 12/2007, de 26 de noviembre, para la promoción de la 
igualdad de género en Andalucía. que viene a ampliar la normativa vigente desde 2007, potenciando el papel 
de la coeducación como herramienta principal para promover una sociedad igualitaria, libre de discriminación 
de género y de violencia machista.

	 La segunda gran novedad de la ley es la incorporación de un régimen sancionador, que permitirá a la Junta intervenir 
para evitar y prevenir situaciones de desigualdad de género. De este modo, la ley contempla infracciones y sus 
correspondientes medidas disciplinarias, desde apercibimientos a multas de entre 6.000 y 120.000 euros en 
función de la gravedad, además de sanciones accesorias como la prohibición de acceder a ayudas públicas.

	 La reforma legal prevé también la elaboración de un plan especial contra la desigualdad salarial, así como la 
programación anual, en los planes de actuación de la Comisión Operativa Autonómica de la Inspección de 
Trabajo, de medidas para combatir la discriminación laboral y el acoso sexual.

	 En relación con las políticas públicas, la reforma extiende el ámbito de la planificación a las entidades locales, 
que deberán aprobar sus propios planes de igualdad. La creación de una carta de derechos de la mujeres en 
materia de salud sexual y reproductiva, la elaboración de un plan integral contra la trata y la explotación sexual 
de mujeres y niñas, el derecho preferente de las mujeres víctimas de violencia de género en la adjudicación de 
viviendas protegidas o la creación del Observatorio Andaluz de la Igualdad de Género son otras de las novedades 
que introduce la nueva ley.

1.7.2 Análisis de las quejas admitidas a trámite

1.7.2.1 Integración de la Perspectiva de Género

Como cada año, esta Defensoría efectúa un somero comentario y valoración de las estadísticas de las quejas anuales 
tramitadas durante el ejercicio 2018 sin incluir las gestionadas en el año que devienen abiertas de ejercicios anteriores, 
desagregada por sexo y por materias, de la que podemos extraer cuáles son los problemas que preocupan a los hombres 
y mujeres de Andalucía, al mismo tiempo que supone una valiosa información sobre los motivos de las mismas, sobre las 
diferencias de roles de uno y otro sexo, de sus necesidades diferentes o compartidas y de sus condiciones de vida. (Ver 
tabla Distribución por materias de las actuaciones iniciadas por sexo del promotor)

Ello, en un intento de incorporar la perspectiva de género en el análisis de sus actuaciones, lo que 
implica reconocer que una cosa es la diferencia sexual y otra cosa son las atribuciones, ideas, representaciones y 
prescripciones sociales que se construyen tomando como referencia a esa diferenciación sexual.

Como en años anteriores, hay determinadas materias en las que las mujeres aparecen en mayor número como 
promotoras, cuestión ésta que sigue estando directamente relacionada con los roles de género, tal cual año tras 
año venimos poniendo de manifiesto. Es por ello por lo que creemos que en el ejercicio 2018 se han seguido las 
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